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Tema a tratar: 
Pensión de vejez. Quien hubiera arribado a los 60 años antes de que entrara a regir la Ley 100 de 1993 y la Ley 797 de 2003, no le es de recibo para completar los requisitos de la pensión, el aumento gradual de cotizaciones, implementado a partir del 2005, dado que la seguridad jurídica que también cubre a quienes son titulares de expectativas legítimas, ante las cambiantes normas reguladoras de la prestación, baste que reunido el primero de los requisitos, se le permita conocer desde allí la otra condición a reunir para adquirir su derecho pensional; lo contrario, sería tanto como aseverar que con antelación a la gradualidad de Ley 797 a partir de 2005, no hubiera existido norma alguna que regulara el número de aportes, a la que se debía someter el afiliado.  
                                          Se itera que a todo afiliado a la seguridad social, le asiste el derecho de conocer anteladamente los requisitos con los cuales alcanzará el beneficio pensional, sin menoscabo de la configuración legislativa, puesto que aunque con el sólo cumplimiento de la edad, no se consolida el derecho a su titular, lo cierto es que esa normativa le crea una expectativa legítima, con las exigencias en ella previstas (60 años de edad y 1.000 semanas).
LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, MEDIANTE SENTENCIA SL2185-2019, RADICACION Nº 71631, DE FECHA 8 DE MAYO DE 2019, QUE PUEDE SER CONSULTADA EN LA PÁGINA WEB DE DICHA CORPORACIÓN, CASÓ EL PRESENTE FALLO Y, EN SU LUGAR, CONFIRMÓ LA DECISIÓN DE PRIMER GRADO.
AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, a los veintinueve (29) días del mes de enero de dos mil quince (2015), siendo las diez y cuarenta minutos de la mañana (10:40 a.m.), reunidos en la Sala de Audiencia los suscritos magistrados de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, el ponente declara abierto el acto, que tiene por objeto resolver el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra la sentencia proferida el 23 de abril de 2014 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por José Horacio Céspedes Jaramillo contra la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones.
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

INTRODUCCIÓN

Antes de que procedan los asistentes a descorrer el traslado para alegar en esta instancia, conforme a las voces del artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, a modo de introducción se tiene que el demandante JOSÉ HORACIO CÉSPEDES JARAMILLO, pretende que se declare que tiene derecho a la pensión de vejez por cumplir los requisitos exigidos en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, debido a que en los últimos 20 años al cumplimiento de la edad, esto es, entre el 19 de diciembre de 1972 y la misma calenda del año 1992 tiene acreditadas 673,29 semanas de cotización y como consecuencia de ello se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 19 de mayo de 1999, fecha en que elevó la solicitud de pensión, junto con los intereses moratorios. Subsidiariamente solicita que la prestación sea reconocida a partir del 1º de febrero de 2008, fecha en que acreditó el requisito de las 1000 semanas de cotización, junto con los intereses moratorios.

Como fundamento de las preinsertas súplicas expuso, que su natalicio se dio el 19 de diciembre de 1932, por lo que el requisito de la edad exigido en el Acuerdo 049 de 1990 lo cumplió en la misma calenda de 1992; que el 19 de mayo de 1999 elevó la solicitud pensional ante el ISS, misma que fue negada por dicha entidad por medio de la resolución Nº 004393 de 30 de septiembre de 1999, por no cumplir con el requisito de 500 semanas cotizadas dentro de los últimos 20 años inmediatamente anteriores al cumplimiento de la edad; que el 1º de abril de 1994 tenía más de 40 años de edad, por lo que es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que el 27 de marzo de 2013 solicitó nuevamente, la pensión de vejez, quien por medio de la resolución Nº GNR 056045 de 9 de abril de 2013, le negó la prestación económica por no reunir las semanas exigidas en la Ley 797 de 2003; frente a lo anterior, aduce que a Colpensiones no le era dable negar la prestación con base en esta norma, puesto que en su caso le normatividad aplicable  es el Acuerdo 049 de 1990.

Finalmente, con la reforma a la demanda, pidió que se le inaplicaran las previsiones del Acto Legislativo 01 de 2005, por vulnerar el principio de progresividad, confianza legítima y estabilidad jurídica.
La Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones se opuso a las pretensiones, bajo el argumento de que el actor no cumple con la densidad de semanas necesarias para acceder a la pensión de vejez que reclama. Propuso como excepciones la falta de causa por incumplimiento de requisitos legales, improcedencia condena por intereses de mora en la forma pretendida, incompatibilidad de indemnización por vejez con pensión de vejez, pago eventual y compensación, buena fe y prescripción.

  El Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira negó las pretensiones de la demanda, anclada en que el señor José Horacio Céspedes Jaramillo cumplió los 60 años de edad el 19 de diciembre de 1992, por lo que le era aplicable el Acuerdo 049 de 1990, sin embargo, no cumplió con la densidad de semanas exigidas en su artículo 12; que en vigencia del mencionado cuerpo normativo no cumplió con el requisito de las 1000 semanas para acceder a la prestación económica, cobijándolo de esa manera la Ley 100 de 1993; agrega, que en principio el demandante era beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues que para el 1º de abril de 1994 tenía más de 40 años de edad, sin embargo, como las 1000 semanas las acreditó en el mes de mayo de 2012, le correspondía tener cotizadas al 29 de julio de 2005 –fecha en que entró en vigencia el Acto Legislativo 01 de 2005- por lo menos 750 semanas, no obstante, a dicha fecha solo ostentaba 654,31 las cuales resultan insuficientes para continuar beneficiándose del régimen de transición hasta el año 2014.

Inconforme con la decisión, el demandante interpuso recurso de apelación, argumentando que le asiste derecho a la pensión de vejez con base en lo establecido en el artículo 12 del Acuerdo 049, por estar cobijado por el régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, o incluso con el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 por haber cotizado 1000 semanas; que con base en los principios de equidad y de justicia, no es posible aplicarle el Acto Legislativo 01 de 2005, dado que dicha normatividad resulta regresiva en su caso, toda vez que siempre se le aseguró que para acceder a la pensión de vejez, le bastaba con cumplir la edad y tener cotizadas 1000 semanas.
Del problema jurídico.
Visto el recuento anterior, la Sala formula el problema jurídico en los siguientes términos:
¿Es procedente reconocer la pensión de vejez a favor del accionante, aun cuando no satisface las previsiones del acto legislativo 01 de 2005 para extenderle los beneficios transicionales más allá del 31 de julio de 2010?

En caso negativo, ¿Qué cuerpo normativo sería de recibo en su caso? ¿El actor colmaría sus exigencias?
Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia y antes de que la Colegiatura, de respuesta al problema jurídico planteado, con el propósito de desatar el recurso, se corre traslado por el término de 8 minutos, a cada uno de los voceros judiciales de las partes asistentes a la audiencia, empezando por la parte recurrente, con la advertencia de que sus exposiciones se contraerán a lo que fue motivo de apelación (art. 66 A CPLSS.).

Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis reflejan los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir de fondo, previa las siguientes: 

III. CONSIDERACIONES:

2º. Desenvolvimiento de la problemática planteada

En el sub-lite, no ofrece discusión el hecho de que el natalicio del demandante se produjo el 19 de diciembre de 1932 (fl. 16), y por tanto, para el 1º de abril de 1994 contaba con 61 años de edad, por lo que en principio era beneficiario del régimen de transición.
Sin embargo, el actor no satisfizo al 29 de julio de 2005 (Acto Legislativo 01 de 2005), el tope de las 750, exigidas para mantenerse como beneficiario del régimen transicional del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, lo que le hubiera permitido que aquel régimen se le extendiera hasta 2014, como quiera que apenas contaba con 650,57 semanas de aportes.
Descartada entonces, la posibilidad de que la situación de la parte actora se examine a las luces del acuerdo 049 de 1990 aprobado por el decreto 0758 de ese año, en razón a no resultar en definitiva como beneficiario del régimen de transición, es menester, entonces, auscultar la normativa aplicable bajo la perspectiva, bien de la Ley 100 de 1993, ora de la Ley 797 de 2003.
Ahora bien, el demandante insiste en que le asiste el derecho a su reclamo, como quiera que cuando se le negó la primera solicitud, era suficiente que hubiera aportado 1000 semanas de aportes.

En orden a desatar el asunto sometido a la jurisdicción, razón le asiste al impugnante, dado que aunque su régimen de transición periclitó el 29 de julio de 2005, calenda en que entró a regir el Acto Legislativo 01 de 2005, el cual como se expuso exigió que para su permanencia, el postulante reuniera 750 semanas, las que en efecto José Horacio Céspedes no colmó, sin embargo, juega a favor del actor los siguientes razonamientos.

i) El aumento gradual de las cotizaciones, implementado a partir del 2005, en virtud de las voces de la Ley 797 de 2003, no es de recibo para el afiliado José Horacio Céspedes Jaramillo, persona que para 1992 frisaba en los 60 años de edad, por lo que la norma que para esa calenda gobernaba la prestación aquí reclamada, era el acuerdo 049 de 1990 aprobado por el decreto 758 de ese año, disposiciones que como se recordara atrás, no le cubren al actor al periclitar en su caso, el régimen de transición en virtud del Acto Legislativo 01 de 2005.

(ii)  No empece a lo anterior, esas 1000 semanas que alternativamente exigía aquel cuerpo normativo, reclutadas por el afiliado en todo el tiempo laboral, son las mismas que requirió el nuevo estatuto de la Seguridad Social, a través de la Ley 100 de 1993, en orden obtener la pensión de vejez, regulada en su artículo 33, y si bien, las 1000 semanas se vinieron a colmar realmente en 2012, ello no significa que entre 1992 o aún en la fecha de la naciente ley 100 y 2012, hubiese campeado un vacío legal, en torno al número de aportes que debía cubrir el aspirante a la pensión, a la espera de que llegase el día en que cumpliese las dichas 1000 semanas para que se le definiera el total de aportes con los cuales obtendría su pensión de vejez, acorde con la escala implementada por la Ley 797 a partir de 1 de enero de 2005.

(iii) Una solución tal sería contraria a la seguridad jurídica, que aún los titulares de las expectativas ciertas y legítimas, ostentan en el sentido de que ante las cambiantes normas reguladoras de la prestación, baste que reunido el primero de los requisitos, se le permita conocer desde allí la otra condición a reunir para adquirir su derecho pensional, y no como en el evento de José Horacio Céspedes, que por no haber alcanzado en definitiva el régimen de transición, tenga que resignarse también a no ser amparado por las reglas de la citada prestación dictadas por el legislador de 1993, las cuales apenas exigían 1000 semanas de cotización y, 60 años de edad para los hombres.

(iv) No se trata, entonces, de que para cuando el postulante aglutinó 1000 semanas de aportes, en 2012, apenas había cumplido uno de los requisitos, la edad, por cuanto ello sería tanto como aseverar que con antelación a la gradualidad contenida en la Ley 797 a partir de 2005, no hubiera existido norma alguna que regulara el número de aportes, a la que se debía someter aquel, puesto que lo que hizo esta ley, fue aumentar los topes ya existentes, como de igual manera lo había hecho el legislador de 1993, en relación con la otra exigencia, la edad, cuando dispuso que a partir del 1 de enero de 2014, dicho requisito se reajustaba a 62 años de edad, empero, en el entendido de que en el entretanto rigiera la disposición inicial, cual sucede, entonces, también con los aportes, cuyas 1000 semanas para su titular adquiere una definitividad por el hecho de haber alcanzado la primera condición, esto es, 60 años de edad.

(v) Se itera que a todo afiliado a la seguridad social, le asiste el derecho de conocer anteladamente los requisitos con los cuales alcanzará el beneficio pensional, sin menoscabo de la configuración legislativa, puesto que aunque con el sólo cumplimiento de la edad, no se consolida el derecho a su titular, lo cierto es que esa normativa le crea una expectativa legítima, con las exigencias en ella previstas (60 años de edad y 1.000 semanas), lo cual en términos del órgano de cierre "es susceptible de protección y no podría ser desconocido por el legislador, porque tal entendimiento resultaría regresivo y contrariaría el ordenamiento superior, concretamente los principios consagrados en el artículo 48 de la Carta que entroniza a la seguridad social como un derecho irrenunciable, y tiene en el principio de progresividad uno de sus báculos" (sentencia de casación SL 5470 de 30 de abril de 2014, radicación 43892).

De tal suerte, que en el evento del demandante no existe ausencia de norma que regulara puntualmente la pensión de vejez, o que ésta tenga que diferirse a una disposición que no estaba vigente al momento del cumplimiento de la edad, aconteció sin embargo, que para la fecha de su arribo, no había cumplido con la densidad de semanas, que no era otra que la disciplinada cuando entró a regir la Ley 100 de 1993, y por ende, su derecho se consolidaba al reunir dicho requisito, el cual satisfizo en 2012, por haber superado 1.000 semanas, toda vez que su última cotización data del 31 de mayo de ese año, con 1006,43  aportes (ver fl. 37).

En consecuencia, se revocará la decisión impugnada y, se concederá el derecho al actor con arreglo a las voces del artículo 33, primigenio de la Ley 100 de 1993, al aglutinar tanto la edad como la densidad de cotizaciones requeridas por la norma en cita, disfrute que partirá del 1 de junio de 2012, esto es, un día después de su último aporte pensional, con base en un salario mínimo legal vigente para la comentada calenda, con las adendas 13 y 14 al año.

Hechas las cuentas del retroactivo pensional, acorde con el cuadro que se anexará al acta que se suscribirá al final, arroja como resultado la suma de $21.410.600
No se impondrá condena por concepto de intereses moratorios, en virtud del giro jurisprudencial trazado, en torno al tema, por el órgano de cierre en la sentencia de 2 de octubre de 2013, radicación 44454, y habida cuenta, que en los términos de la ameritada providencia, la conducta de la entidad accionada, “siempre estuvo guiada por el respeto de una normativa que de manera plausible estimaban regía el derecho en controversia”.
Por otra parte dadas las resultas del proceso, no se declararán probadas las excepciones propuestas, incluida la de prescripción, por cuanto no transcurrieron más de tres años desde que se generó el derecho y la interposición de la demanda (art. 151 C.P.T.S.S.).
No habrá condena en costas, por la razón esgrimida para negar los intereses moratorios.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

1. Revoca la sentencia proferida el veintitrés (23) de abril de dos mil catorce (2014), por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral de José Horacio Céspedes Jaramillo contra la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, como consecuencia:

2. Declara que el señor José Horacio Céspedes Jaramillo le asiste el derecho a que se le reconozca la pensión de vejez conforme a los postulados del artículo 33 de la Ley 100 de 1993.
3. Condena a la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, a pagar al señor José Horacio Céspedes Jaramillo la pensión de vejez a partir de la fecha de su disfrute 1º de junio de 2012, en cuantía de un salario mínimo mensual legal vigente.
4. Condena a la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, a pagar al señor José Horacio Céspedes Jaramillo, las mesadas 13 y 14 causadas al año.

5. Condena a la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, a pagar al señor José Horacio Céspedes Jaramillo, la suma de veintiún millones cuatrocientos diez mil seiscientos pesos  ($21`410.600), por concepto del retroactivo pensional causado entre el 1º de junio de 2012 y el 31 de diciembre de 2014.

6. Niega las demás pretensiones de la demanda.
7. Declara no probadas las excepciones propuestas por la entidad demandada.

NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                 JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 




    



-Salva voto-
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
CÁLCULO DE LAS MESADAS PENSIONALES

	AÑO
	SMMLV
	MESADAS
	TOTAL

	2012
	$ 566.700
	8
	$4`533.600 

	2013
	$ 589.500
	14
	$ 8.253.000

	2014
	$ 616.000
	14
	$8`624.000 

	
	
	total
	$21`410.600 
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